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Celebramos este acto auspiciado por el Instituto de Derechos Humanos 
de la Universidad Complutense, el Departamento de Filosofía del 
Derecho y el Departamento de Derecho Internacional Público y Privado 
para analizar las cuestiones referentes a la nacionalidad y su aspecto 
público y privado. Los hacemos al hilo de la Sentencia 0168/13 del 
Tribunal Constitucional de la República Dominicana y, como es notorio, 
con ocasión de la polémica creada alrededor de esta decisión judicial. 
I.  SOBERANÍA DEL ESTADO, NACIONALIDAD E 
INMIGRACIÓN
1. Ámbito
1. Examinemos como punto de partida la posición de los jueces del 
voto mayoritario, que enfocó las condiciones para otorgar la nacionali-
dad, conforme a la jurisprudencia internacional y tratados internaciona-
les, estableciendo los siguientes criterios: a) vínculo jurídico basado en el 
arraigo social y efectos dentro del sistema legal del Estado que la confiere; 
b) facultad de los Estados soberanos para resolver a través de su propia 
legislación las reglas relativas a la adquisición de su nacionalidad, c) do-
minio reservado o competencia exclusiva del Estado que se traduce en la 
plena soberanía a los Estados para determinar las reglas de adquisición 
y/o pérdida de la nacionalidad dentro de sus respectivos territorios. 
Semejante razonamiento tiene una indiscutible justificación desde 
el prisma del derecho internacional público. Pues como afirma la senten-
cia, “el derecho internacional establece y reconoce que el Estado no está 
obligado a otorgar su nacionalidad a los nacidos en su territorio, si estos 
tienen derecho a adquirir otra, según el criterio recalcado históricamen-
te por nuestra Constitución”. En efecto, el Estado es un ente de base 
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territorial; consecuentemente, el aspecto más relevante en orden a la 
atribución y al ejercicio de las competencias estatales es el que concierne 
a la soberanía territorial; sin embargo, ejerce asimismo, de conformidad 
con el derecho internacional, una competencia cuya base es muy distin-
ta: la personal. Esta hace referencia a la vinculación existente entre el 
Estado y una serie de personas: los nacionales. La competencia personal 
se ejerce de ordinario en el territorio de los Estados y se caracteriza por 
su exclusividad; de ahí que en su ejercicio no pueda inmiscuirse ningún 
otro Estado y que la intervención del derecho internacional en este ám-
bito sea muy reducida. 
Desde esta perspectiva de análisis, la intervención positiva del dere-
cho internacional refleja una práctica de los Estados muy consolidada, 
con precedentes en todos los sistemas jurídicos1 en pro del denominado 
principio de la competencia exclusiva del Estado. Ampliamente debatido 
el tema desde la perspectiva doctrinal, tuvo una traducción directa en la 
iniciativa de la Sociedad de las Naciones de alcanzar una reglamentación 
internacional de la nacionalidad. Es más, el propio artículo 1º de la Con-
vención de La Haya de 1930 concerniente a ciertas cuestiones relativas a 
los conflictos y leyes sobre nacionalidad fija el referido principio al esta-
blecer tajantemente que “corresponde a cada Estado determinar median-
te su legislación quiénes son sus nacionales”. Dicho texto consolidó una 
doctrina gestada en el marco de la jurisprudencia internacional de la que 
es buena muestra un pasaje de la Corte Permanente de Justicia Interna-
cional en su dictamen de 7 de febrero de 1923 relativo a los “Decretos de 
nacionalidad promulgados en Túnez y en Marruecos”, el cual afirmó que 
la determinación de las materias que corresponden a la competencia ex-
clusiva del Estado está en función del desarrollo de las relaciones interna-
cionales en un momento concreto y que la nacionalidad, en principio, no 
está regulada por el derecho internacional. Esta posición sería reiterada 
poco después por el mismo tribunal al dejar sentado en su dictamen de 15 
de septiembre de 1923, en el asunto relativo a la “adquisición de la nacio-
nalidad polaca”, que “... un Estado soberano tiene derecho a determinar 
qué personas serán consideradas como sus nacionales”. 
1 Vid. F. Panzera, Limite intemozionali in materia de cittadinanza, Nápoles, 1984, pp. 35 ss y R. Donner, 
The Regulation of  Nationality in lnternational Law, Helsinki, 1983.
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Con independencia de que la evolución de la práctica posterior haya 
limado de alguna manera el alcance de esta doctrina, la regla sigue con-
servando plena vigencia como punto de partida y respalda plenamente 
el fallo de la decisión comentada. Los términos tajantes del principio de 
la competencia exclusiva del Estado en la reglamentación de la nacio-
nalidad son reconocidos incluso por aquellos autores que mantienen po-
siciones marcadamente internacionalistas en la materia y que intentan 
justificar tal situación afirmando que el derecho internacional reenvía la 
reglamentación al derecho interno y que, como consecuencia de tal re-
envío, la validez interna de la nacionalidad es un requisito indispensable 
para su validez internacional aunque no el único.2 Se trata, por tanto, de 
establecer si concurren los requisitos prevenidos por la ley para ello, en 
función de que la naturalización resulte directa o indirectamente contra-
ria a normas imperativas o instituciones fundamentales, o de otras con-
sideraciones de interés público, dado el significado de la nacionalidad, en 
su aspecto público.
2. Afirma la sentencia comentada que “en ejercicio de su soberanía, 
el Estado dominicano en su fuero interno determina por medio de la Cons-
titución y las leyes, a cuales personas otorga su nacionalidad y la forma 
en que la revoca”. En efecto, el derecho de los Estados, en función del 
sentado principio de soberanía, a determinar de conformidad con sus pro-
pios criterios la adquisición o la pérdida de la nacionalidad se acomoda, 
además, con el principio de no injerencia en los asuntos internos. Ello 
incluye un aspecto de carácter complementario cual es la abstención de 
regulación con efecto en otras legislaciones. En suma, únicamente el Es-
tado tiene competencia para atribuir la nacionalidad y este principio está 
plenamente enraizado en la práctica internacional tanto jurisdiccional 
como convencional y el corolario de tal competencia es que lo que los Es-
tados pueden hacer libremente, pueden también deshacerlo libremente. 
2 G. Perrin, “Les conditions de validité de la nationalité en droit international public”, Recueil d’études 
de droit international en hommage J. Paul Guggenheim, Ginebra, 1968, pp. 854-855. En general, sobre 
el ámbito de la competencia exclusiva del Estado Vid. J.H.W. Verzijl, “Le domaine réservé de la 
compétence national exclusive”, Scritti in onore di Tomaso Perassi, vol. 1, Milán, 1957, pp. 391 ss 
y J.L. Brierly, “Matters of  Domestic Jurisdiction”, The Basis of  Obligation in International Law, 
Oxford, 1958, pp. 81 ss. Acerca de la libertad de los Estados y sus límites en la reglamentación de 
la nacionalidad resulta ilustrativo el trabajo de M. Giullano, “La sudditanza degli individui e il suo 
rilievo nell’ordinamento internazionale”, Comunicazioni e Studi, vol. VIII, 1955, esp. p. 35.
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Por consiguiente: a) la pérdida o la privación de la nacionalidad también 
se enmarcan dentro de la competencia exclusiva del Estado; b) las deci-
siones que un Estado adopte con respecto a otra persona no están sujetas 
a las objeciones de otros Estados.3
De ello se infiere que la facultad discrecional que en atención a los 
términos potestativos de la misma se concede a la Administración para la 
denegación de la nacionalidad por los motivos tales como “orden públi-
co” o “interés nacional”, debe verificarse en atención a las circunstancias, 
datos o informes que consten en las propias actuaciones de las autorida-
des competentes. No se trata, por tanto, de probar la existencia de una 
obligación sino de cumplir el deber legal de razonar suficientemente la 
denegación y, por consiguiente con respaldo en el principio de la eficacia 
de la Administración.
3. Entiende el Tribunal Constitucional dominicano que correspon-
de a cada Estado “establecer, definir e interpretar los requisitos para la 
adquisición de la nacionalidad. De ello resulta que, en materia de nacio-
nalidad, los Estados deben contar con un nivel de discrecionalidad im-
portante, pero que tiene sus límites y, sobre todo, debe utilizarse con ra-
cionalidad para evitar que los intereses de un Estado den al traste con 
los comunitarios”. También, constituye una regla de base de aceptación 
universal la afirmación de la competencia absoluta del Estado, alegada 
3 En refuerzo de esta posición cabe retener que las normas relativas a la adquisición y pérdida de la 
nacionalidad no están comprendidas en el derecho comunitario. De hecho, son competencia de los 
Estados miembros al igual que la revocación de la naturalización de la nacionalidad objeto del litigio, 
que se mantiene en el ámbito de los derechos autónomos. Es clara la remisión que hace en esta dirección, 
entre otras, la Declaración núm. 2, relativa a la nacionalidad de un Estado miembro, anexa al Acta 
Final del Tratado de la Unión Europea; y así se reitera en el Consejo Europeo de Edimburgo celebrado 
los días 11 y 12 de diciembre de 1992, y en el Convenio Europeo sobre nacionalidad, de 6 de noviembre 
de 1997. Igualmente se encarga de subrayarlo la mayor parte de las observaciones presentadas tanto 
por los Gobiernos de los Estados miembros como por el Freistaat Bayern y por la Comisión Europea 
en la presente decisión. Pero también parece tenerlo claro el propio TJUE, que reconoce varias veces 
dicha competencia a la hora de determinar el marco jurídico que envuelve al asunto y a lo largo de todo 
el texto de la resolución que nos ocupa (aps. 40, 41 y 48 de la sentencia) sin dejar un atisbo de dudas 
al respecto. Vid. Declaración núm. 2: “La Conferencia declara que cuando en el Tratado Constitutivo 
se haga referencia a los nacionales de los Estados miembros, la cuestión de si una persona posee una 
nacionalidad determinada se resolverá únicamente remitiéndose al derecho nacional del Estado 
miembro de que se trate. Los Estados miembros podrán declarar, a efectos informativos, quiénes 
deben considerarse sus nacionales a efectos comunitarios...”. El Convenio Europeo sobre nacionalidad 
así lo reitera en su artículo 3, apartado 1. Asimismo, el Consejo Europeo de Edimburgo celebrado los 
días 11 y 12 de diciembre de 1992, DOCE núm. C 348, 31 de diciembre de 1992.
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por el Tribunal Constitucional dominicano, para establecer para definir 
los términos de la admisión y presencia de nacionales de otros países den-
tro del territorio de su jurisdicción. Es una máxima aceptada de derecho 
internacional que toda nación soberana tiene el poder, inherente a su so-
beranía y esencial para su auto-preservación, para prohibir la entrada de 
extranjeros dentro de sus dominios o para admitirlos solo en ciertos casos 
y bajo algunas condiciones que pueden ser prescriptibles.4 Al no obtener 
los mismos derechos que los ciudadanos de los países de acogida la entra-
da masiva de inmigrantes restringe el concepto de ciudadanía, creando 
en ella una escala jerárquica de gradaciones que sitúa en primer lugar a 
los nacionales; en segundo, a los naturalizados; en tercero, a los denizens 
o residentes indefinidos;5 en cuarto, a los temporales, y, finalmente, a los 
irregulares.6 Esta clasificación enfrenta en la actualidad el viejo orden del 
derecho internacional –centrado en la soberanía del Estado y apoyado en 
los principios de la colectividad, de la territorialidad y de las fronteras– 
con el nuevo orden del derecho humano –fundado en la mirada cosmopo-
lita y en el individuo como titular de los derechos humanos subjetivos–, 
se entenderá que las migraciones hayan cuestionado profundamente la 
visión que vinculaba la ciudadanía al Estado nación, porque la ha contra-
puesto a los derechos del hombre, que son universales.7 
No hay una regla uniforme para definir a un inmigrante internacional.8 
Para ello, puede ser utilizada la duración de estancia en el país de acogida 
como uno de los criterios que permiten diferenciar a los inmigrantes de 
otros individuos que realizan viajes internacionales. Algunos países no 
instituyen un período mínimo de estancia en el territorio o ausencia del 
mismo para considerar a un individuo inmigrante, otros utilizan menciones 
4 G. Goodwin–Gill, “International Law and Human Rights: Trends Concerning International Migrants 
and Refugees”, International Migration Review, vol. XXIII, nº 3, 1989, pp. 526-546, esp. 526.
5 S. Benhabib, The Rights of  Others: Aliens, Residents and Citizens, Cambridge, Cambridge University 
Press, 2004; L. Bosniak, The Citizen and the Alien: Dilemmas of  Contemporary Membership, Princeton, 
N.J., Woodstock, Princeton University Press, 2006.
6 J. Arango, “Inmigración y diversidad humana. Una nueva era en las migraciones internacionales”, 
Revista de Occidente, nº 268, 2003, p. 19.
7 No está de más recordar que en la última encíclica del papa Benedicto XVI, Caritas in Veritate, se 
recuerda que los trabajadores no pueden ser considerados “como una mercancía o mera fuerza laboral” 
y que “todo emigrante es una persona que posee derechos fundamentales inalienables que han de ser 
respetados por todos y en cualquier situación”.
8 Vid. por todos el capítulo II de la monografía de A. Fernández Pérez, La ordenación de los flujos 
migratorios en la crisis del Estado del bienestar, Madrid, Iprolex, 2013, pp. 225 ss. 
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temporales variadas y, por fin, un tercer grupo implantan la tipología 
de inmigrantes temporales, inmigrantes de largo plazo e inmigrantes 
permanentes, recomendada por las Naciones Unidas. Sin embargo, 
son pocos los países que publican información sobre los movimientos 
migratorios temporales o producen registros de las salidas de su territorio, 
independientemente de la duración de las autorizaciones de residencia o 
de trabajo. A esta situación se atribuyen algunos aspectos legales tales 
como la nacionalidad y las razones de entrada y residencia en un país. 
4. Habiendo establecido que la atribución de la nacionalidad consti-
tuye un dominio reservado del Estado, el Tribunal Constitucional se de-
tiene en examinar cuál es el papel del Estado en el ámbito de la extranje-
ría. La facultad soberana que tiene cada Estado para diseñar sus políticas 
migratorias y el consecuente derecho a regular la entrada, permanencia 
y salida de personas de su territorio es una norma consuetudinaria de 
derecho internacional raramente cuestionada. Tal competencia exclusiva 
es esencial para decretar que sujetos son inmigrantes internacionales9 y 
aunque, desde el punto de vista demográfico, toda persona que no reside 
en el país en que nació es inmigrante, algunos países solo registran la na-
cionalidad de los individuos. La sentencia recoge una situación sin prece-
dentes en los países del entorno dominicano: 
La suma de los inmigrantes y sus descendientes constituye la po-
blación de origen de extranjero, y su magnitud (…) se sitúa en sete-
cientas sesenta y ocho mil setecientas ochenta y tres (768,783) per-
sonas, lo cual representa el 7.9 % de la población total del país. Los 
extranjeros originarios de otros países diferentes a Haití ascienden a 
cien mil seiscientas treinta y ocho (100,638) personas, mientras que los 
de origen haitiano suman seiscientos sesenta y ocho mil ciento cuaren-
ta y cinco (668,145).
El marco global de una política de inmigración incluye dos funciones 
esenciales. De un lado, el un examen del contenido de sus diversos 
apartados el control de flujos, la integración y la naturalización. De otro 
lado, la revisión del proceso de construcción de la estrategia seguida al 
9 Vid. A. Fernández Pérez, “La dialéctica entre eficacia de la Administración y tutela judicial efectiva 
a propósito de la cuarta reforma de la Ley de Extranjería”, Anuario español de derecho internacional 
privado, t. IX, 2009, pp. 651-695.
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efecto y una evaluación de las medidas y los instrumentos políticos y 
administrativos utilizados. Por su propia estructura, el Estado nacional 
está prácticamente obligado a dar preferencia a los intereses de sus 
naturales. En política migratoria y, en particular, en el ámbito de la 
nacionalidad, esto resulta evidente. Pero no por cierto deja de ser menos 
paradójico que justo cuando la globalización económica desnacionaliza 
la economía nacional esta tendencia sea perceptible en las normativas de 
acceso al territorio estatal y, de modo paradigmático, en las de acceso a 
la nacionalidad. El Estado se convierte así en director de los distintos 
asuntos y en distribuidor de las mejoras conseguidas y la ordenación e 
integración de los emigrantes se inscribe directamente en este contexto.10 
No es este el momento de “discutir si la esfera pública debe intervenir para 
asegurar mayores cuotas de bienestar a los ciudadanos (…), sino más bien 
de cómo o hasta dónde debe y puede intervenir el Estado para generar 
resultados finales eficaces, sin producir desequilibrios fundamentales en el 
funcionamiento global a largo plazo del sistema”.11
La situación de irregularidad administrativa puede ser consecuencia 
de diferentes causas: entrada en el país de forma clandestina, con carencia 
o insuficiente documentación (sin visado cuando sea requisito) o estancia 
sobrevenida de ilegalidad al no obtener las autorizaciones de permanencia 
necesarias. En cualquiera de los casos se produce por tanto una continui-
dad física en el territorio del Estado sin legalizar su situación.
5. No todos los derechos conservan igual contenido en relación con 
los no nacionales, debido a que algunos tienen carácter propio de la na-
cionalidad, de ahí que prima facie, no puedan ampliarse a los extranje-
ros.12 Sería necesario distinguir entre los derechos que son manifestación 
de la relación del individuo con su propio Estado (derechos políticos, 
derecho a ejercer funciones públicas...), de aquellos que son reconoci-
dos a la persona humana en cuanto tal y que, y que deben ser objeto 
10 A. López Sala, Inmigrantes y Estados: La respuesta política a la cuestión migratoria, Barcelona, 
Anthropos, 2005.
11 A. J. Porras Nadales, “La evolución del Estado social y sus perspectivas”, Sistema, nos 118-119, 1994, 
pp. 231-245.
12 J. García Roca, “La titularidad constitucional e internacional de los derechos fundamentales de los 
extranjeros y las modulaciones legales a sus contenidos”, Problemas constitucionales de la inmigración: 
una visión desde Italia y España, II Jornadas Hispano-Italianas de Justicia Constitucional, Valencia, 
Tirant Lo Blanch, 2005, pp. 71-108, esp. 102. 
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de protección donde quiera que se encuentre (libertades públicas, goce 
de servicios públicos...). Más concretamente, el reconocimiento jurídico 
de los derechos de los no nacionales suele moverse en torno a tres ejes 
fundamentales: a) existen derechos que poseen los no nacionales inde-
pendientemente de cualquier circunstancia; b) derechos que poseen los 
no nacionales si así lo establece un tratado o una ley, y c) derechos que 
no poseen los no nacionales.
Las políticas nacionales se diferencian en gran medida y ello se tra-
duce en sustanciales diferencias en el acceso de los inmigrantes a la nacio-
nalidad. Sin duda en aquellos países donde este acceso es muy restringido 
(o el del permiso de residencia permanente), las normas de nacionalidad 
por si solas representan un elemento de segmentación ineludible. En el 
actual contexto sociopolítico y de percepción de la inmigración como una 
amenaza más bien puede esperarse un endurecimiento de las políticas de 
nacionalidad.13 La inmigración es un problema político no “transparente 
y no divisible”, debido al vínculo establecido entre, por un lado, la inmi-
gración como problema y, por otro, el relacionado con los conceptos de la 
nacionalidad y la seguridad. Es obvio que el debate sobre la inmigración 
se encuentra politizado, pues la nacionalización de los extranjeros es una 
de las últimas facultades delimitadas a las que se agarran los Estados, que 
la continúan considerando un elemento fundamental de lo que se denomi-
na domaine réservé y, consecuentemente, son reticentes a reconocerla como 
un derecho subjetivo de quienes legalmente residen en su territorio. Baste 
atender a que el asentamiento de inmigrantes, en efecto, ha dado lugar a 
la aparición de comunidades transnacionales basadas en intereses econó-
micos, intercambios culturales, relaciones sociales y afiliaciones políticas. 
Ahora bien, con carácter general no cabe defender que la nacionalidad 
sea un argumento válido que justifique una diferenciación entre extran-
jeros y nacionales, salvo que con ella se pretenda precisamente satisfacer 
derechos a determinados colectivos. La cuestión en este punto es si esa 
distinción se produce por el hecho de ser “nacional” o por el hecho de ser 
sujeto moral y encontrarse en una determinada situación.14 El acceso a la 
13 J. F. Tezanos y otros, “Ciudadanía o inmigración”, Temas para el debate, nº 75, febrero, 2001; pp. 
21-46.
14 M.C. Nussbaum, Los límites del patriotismo. Identidad, pertenencia y ciudadanía mundial (trad. de C. 
Castells), Barcelona, Paidos, 1999, p. 161.
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ciudadanía o nacionalidad es, seguramente, el mecanismo esencial de la 
integración política del inmigrante, no solo porque la nacionalidad abre el 
camino a la plena participación política en las instituciones del Estado de 
acogida, sino porque el derecho de nacionalidad es la piedra de toque que 
da sentido al concepto de nationhood o conjunto de condiciones que debe 
cumplir el inmigrante para devenir ciudadano.15
La correspondencia entre migraciones y mercado laboral debe pres-
tar atención a los efectos que ello tiene para un largo periodo de tiempo, 
cabalmente, para muchas personas la vida entera y, en muchos casos, la 
de sus descendientes. En este ámbito están presentes tanto cuestiones po-
líticas, señaladamente la defensa de los derechos vinculados a la naciona-
lidad, como sociales, esto, es, las relaciones que se producen entre personas 
que forman parte de colectividades diferenciadas o que son consideradas 
como tales por los demás.16 El derecho a las prestaciones sociales suele 
estar vinculado a la permanencia regular lo que propicia la necesidad de 
una protección social,17 de acuerdo al principio de igualdad de trato en-
tre todos los residentes, con independencia de la nacionalidad, protegido 
constitucionalmente.
15 Como ha señalado S. Sánchez Lorenzo: 
Sin duda los fenómenos migratorios y la creciente realidad multicultural han puesto en tela de 
juicio el concepto clásico de la ciudadanía o la nacionalidad, en un escenario habermasiano de 
‘postnacionalidad’, y no faltan entre nosotros quienes hayan argumentado con rigor y tino acerca 
de la necesidad de una política de integración política –valga la redundancia– que sepa ir más 
allá de pobres planteamientos economicistas o concepciones trasnochadas de la nacionalidad. 
Pese a todo, en términos jurídicos ese tránsito es lento y complejo, y la nacionalidad sigue 
erigiéndose como un elemento clave de la plena integración de los inmigrantes, condicionado 
enormemente por las políticas de extranjería, como demuestra la reducción del ius soli en la 
última reforma del Derecho irlandés de nacionalidad, motivado por las excesivas ventajas que 
en el marco de las libertades comunitarias propiciaba a los nacionales de terceros Estados. 
Cf. “Perfiles de la integración de extranjero”, La integración de los extranjeros. Un análisis transversal 
desde Andalucía (S. Sánchez Lorenzo, ed.), Barcelona, Atelier, 2009, pp. 31-62, esp. p. 32. 
16 Por ejemplo, desde la óptica del derecho internacional privado resulta obligada la referencia a C. 
Labrusse, “La compétence et l’application des lois nationales face au phenomène de l’immigration 
étrangère”, Travaux Comité français de Droit international privé, París, CNRS, 1979, pp. 111 ss o a P. 
Mercier, Conflis ds civilisations et droit international privé. Polygamie et répudiation, Ginebra, Georg, 
1972. En la doctrina española vid. A. Borrás, “La sociedad europea multicultural: la integración del 
mundo islámico”, El Islám jurídico y Europa. Derecho, religión y política, Barcelona, Icaria, 1998, pp. 
163-196.
17 M.T. Igartua Miró, “Coordenadas de la protección social de los inmigrantes: el marco comunitario, 
nacional y del Convenio Europeo de Derechos Humanos”, Aranzadi Social, nº 20, 2006.1
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2.  Límites
6. Como se ha dicho, el Tribunal Constitucional de la República Do-
minicana es consciente de que aunque los Estados cuenta con un ámbito 
importante de discrecionalidad esta última tiene sus límites y, sobre todo, 
debe utilizarse con racionalidad para evitar que los intereses de un Estado 
den al traste con los comunitarios. Es cierto que a la hora de establecer 
una determinada política de extranjería el legislador interno se encuen-
tra mediatizado por una serie de límites existentes en la actual etapa de 
la sociedad internacional. En concreto, el derecho internacional general 
impone todo un conjunto de pautas, que se acentúan cada vez más en 
virtud de la influencia de las relaciones interestatales sobre la solución de 
los problemas derivados de la coexistencia de sistemas jurídicos; frente al 
aparente desinterés del derecho de gentes en tiempos pasados (recuérdese 
el obiter dictum del TPJI en el asunto de Lotus), puede afirmarse que hoy 
la situación ha variado sustancialmente y que este hecho es particular-
mente relevante en los círculos jurídicos con un cierto grado de integra-
ción. En cualquier caso, la soberanía del Estado en el establecimiento de 
un determinado régimen de extranjería, sigue siendo la regla de base y 
ello tiene como consecuencia inmediata la consolidación de un standard 
minimum internacional,18 que impone al Estado una obligación de dili-
gencia respecto a los extranjeros escindida en una doble actitud. Una de 
carácter preventivo, por cuanto debe adoptar una actitud razonable para 
que los extranjeros no sufran daños ante las previsibles actitudes de los 
particulares o de sus propios agentes;19 y otra de carácter reparativo, en 
18 F.G. Dawson, I.L. Head (con la colaboración de P.E. Herzog), International Law, National Tribunals 
and the Rigths of  Aliens, Siracursa, U.S.A., 1971; J. Combacau en el colectivo realizado junto a H. 
Thierry, S. Suy y C. de Vallee, Droit international public, 3ª ed., París, 1981).
19 V.gr., el artículo 22(6) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece que “el 
extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en la presente Convención, solo 
podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley”. Así redactado, 
el artículo concede la protección contra una expulsión dictada “al margen de la ley” únicamente a 
las personas que puedan acreditar legal estancia en el territorio de un Estado. No es difícil advertir, 
por lo tanto, que dichas cláusulas restrictivas incorporadas a los instrumentos de derechos humanos 
pueden legitimar un accionar estatal discriminatorio respecto de los migrantes en situación irregular 
ya sea que se lo entienda en punto a su nacionalidad, como por su estatus migratorio. En el caso de 
la Interdicción de Haitianos (1993/1996) la CIDH decretó medidas cautelares y exhortó a EE UU a 
revisar, con carácter urgente, su práctica de detener en alta mar navíos en los que viajaban haitianos 
y hacerlos regresar a Haití. Asimismo, le instó a tomar medidas para que los haitianos que ya se 
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tanto que está obligado a adoptar las medidas pertinentes para reparar 
los actos cometidos contra los extranjeros en su territorio. Como corolario 
de ello se asiste a la disminución de la discrecionalidad de los poderes del 
Estado, que alcanza tanto al legislativo, como al ejecutivo y al judicial, 
a la hora de regular y aplicar la regulación de entrada, permanencia y 
expulsión de los extranjeros de su territorio.20 La aplicación de standard 
mínimo en la extranjería es el resultado de la interacción entre el derecho 
consuetudinario de la extranjería, el derecho convencional de los derechos 
humanos y el derecho humanitario.21 
7. No obstante, y sobre la base de este mismo precepto se evidencia 
una importancia cada vez más creciente de la dimensión internacional del 
derecho de extranjería, fundamentada en la acción de ciertos principios 
de derecho internacional público y en un derecho internacional común 
de los extranjeros, proclamados por la jurisprudencia internacional. Al 
respecto, es de obligada referencia la afirmación del árbitro único M. Hu-
ber en el asunto de las “Reclamaciones británicas en la zona española de 
Marruecos”, según la cual, existen unos principios del derecho de gentes 
que, en ausencia de tratado, reglamentan los derechos de los extranjeros. 
De otra parte, dichos principios han aparecido formulados como directri-
ces de carácter general; a este respecto la Corte Internacional de Justicia 
en su sentencia de 5 de febrero de 1970 en el asunto de la “Barcelona 
Traction Co. Ltd.”, realizó unas importantes consideraciones; en concreto 
que “desde el momento en que un Estado admite en su territorio inversio-
nes extranjeras, personas físicas o jurídicas, está obligado a concederles 
la protección de la ley y asume ciertas obligaciones respecto a su trato”. 
Dichas obligaciones no son, sin embargo, absolutas y sin reserva. Solo el 
encontraban en Estados Unidos no fueran devueltos a Haití sin que se establezca si tienen derecho a 
ser calificados como refugiados. Adicionalmente, en su informe sobre el fondo del asunto, la Comisión 
encontró que Estados Unidos actuó en contravención del principio del non-refoulement y lo declaró 
responsable por la violación del derecho a la vida, el derecho a la libertad y seguridad de la persona, el 
derecho de igualdad de la persona, el derecho a recurrir a los tribunales y el derecho a buscar y recibir 
asilo. La Comisión recomendó al Estado proveer indemnización apropiada para las víctimas por las 
anteriores violaciones (cf. CIDH, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Haití, 11 
febrero 1994, párr. 304).
20 M. Atienza, “Sobre el control de la discrecionalidad administrativa. Comentarios a una polémica”, 
Revista Española de Derecho Administrativo, nº 85, 1995, pp. 5-25.
21 Vid. I. Lázaro González, “Noción de extranjero. Diferentes situaciones de extranjería. Normativa de 
extranjería”, La inmigración. Derecho español e internacional, Barcelona, Bosch, 1995. p. 33.
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derecho internacional público podría vincularle estableciendo un marco 
de condiciones; pero lo cierto es que no lo hace desde una perspectiva 
directa. Se limita a consagrar el derecho humano a una nacionalidad y a 
exigir una relación objetivamente apreciable entre ese concreto individuo 
y ese determinado Estado, pero solo a los efectos de garantizar la efectiva 
oponibilidad del título de “nacional” frente a terceros países.22 En otras 
palabras, la nacionalidad “en los términos en los que cada Estado la de-
fine”, es utilizada por el derecho internacional como un instrumento de 
protección de la persona, dotándola así de una función ad extra.23
Siendo el fenómeno migratorio un fenómeno que afecta a la práctica 
totalidad de los Estados, ya sea como países de origen, tránsito y/o desti-
no de las migraciones, y muy variadas las razones que determinan los de-
nominados “efectos salida” o “llamada” de los flujos migratorios, cabría 
esperar, más allá de la retórica, una voluntad política más decidida a la 
hora de adoptar en el plano internacional medidas también normativas, 
que hagan posible su gestión eficaz apuntando a abordarlo en todas sus 
dimensiones.24
II.  DIMENSIONES DE LA NACIONALIDAD
1. Alcance del vínculo entre la persona y el Estado
8. Afirma el Tribunal Constitucional en la sentencia comentada que 
(…) la importancia de la nacionalidad reside en que ella, como 
vínculo jurídico y político que liga una persona con un Estado 
22 El esquema es muy simple: se consagra la nacionalidad como un derecho fundamental del individuo 
(en la medida en la que constituye el principal vehículo que utiliza el ordenamiento internacional para 
instrumentar la protección de los derechos humanos). Se exige la efectividad del vínculo (cuando se 
atiende a su dimensión operativa frente a terceros Estados. Cf. el caso Nottebhom) y, finalmente, se 
consagra, “sin un desarrollo más preciso”, una serie de directrices encaminadas a permitir el cambio 
voluntario de nacionalidad o a prohibir la privación arbitraria de la ciudadanía.
23 L. Pérez-Prat Durban, “Inmigración y derecho internacional: ¿un acuerdo imposible?”, Cursos de 
Derechos Humanos de Donostia-San Sebastián, Vol. VII, 2007, pp. 143-144.
24 Según G.S. Goodwin-Gill, the very nature of  the migration phenomenon demands a significant measure 
of  agreement, between sending and receiving states, on common standards, including the protection of  
human rights; only with a consensus in this domain, can the international community look forward to 
better, more efficient and effective management (“Migration: International Law and Human Rights”, en 
B. Ghosh), Managing Migration. Time for a New International Regime? Oxford, Oxford University 
Press, 2000. p. 16
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determinado, permite que el individuo adquiera y ejerza los derechos 
y responsabilidades propias de la pertenencia a una comunidad 
política. De esta manera, la nacionalidad se convierte en un 
prerrequisito para el ejercicio de determinados derechos. 
Si realizamos una aproximación histórica podemos ver que desde 
unas primeras circunstancia de relación de súbdito o vasallo, donde el 
concepto clave es el de “natural de”, a partir de la Revolución francesa y 
dado que la determinación de quienes son nacionales adquiere un valor 
constitutivo en relación con las personas que integran un Estado. Por esta 
razón la nacionalidad es objeto de regulación en las constituciones.25 
Los requisitos para naturalizarse dependen de cada país de acogida. 
Hay sociedades, como la francesa, cuya tradición ideológica dominante 
ha venido fundamentando la cohesión de la nación en la idea de una co-
munidad de ciudadanos libres. En otras, caso de Alemania, la idea de 
nación se fundamenta en una comunidad de lengua y cultura germánica 
anterior a la constitución de Alemania como Estado moderno. Las leyes 
de nacionalidad de cada uno de los Estados combinan en general los prin-
cipios de ius sanguinis y ius soli. La preeminencia del segundo establece de 
algún modo un “derecho de entrada” a la comunidad política por el hecho 
de residir establemente o haber ya nacido en ella. El énfasis en el principio 
del ius sanguinis supone el reconocimiento por parte del Estado de una 
especie de continuidad orgánica de la “nación” y manifiesta una menor 
disposición a aceptar como ciudadanos a los residentes no nacionales en 
términos étnicos, e incluso a sus descendientes. Los códigos y las leyes de 
nacionalidad de cada país difieren en las mayores o menores facilidades 
que conceden para la naturalización a partir de la residencia estable, en 
el carácter automático o discrecional que tiene esa naturalización y la de 
los hijos de los inmigrantes ya nacidos en el territorio del Estado receptor. 
Pero a la larga, ninguna sociedad adherida formalmente a valores demo-
cráticos, puede sostener una sociedad dividida. No es posible mantener 
establemente a un sector considerable de la comunidad privado de los de-
rechos políticos asociados a la ciudadanía sin cuestionarse seriamente la 
25 M. Vanel, « La notion de nationalité. Evolution historique en droit interne et en droit coloniale 
comparée », Rev. crit. dr. int. pr., 1951, pp. 3 ss.
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igualdad de derechos, que constituye uno de los principios legitimadores 
del orden político en nuestras sociedades. Aunque ese “a la larga” puede 
ser un tiempo interminable para quienes padecen la discriminación.
La distinción entre ciudadanos y no ciudadanos alimenta también, 
como se ha dicho, procesos de exclusión del extranjero, especialmente del 
extranjero pobre, al que se niega el acceso, o a quien se expulsa en el 
momento en que su capacidad de trabajo deja de considerarse necesaria 
para la economía del país receptor.26 La nacionalidad puede ser también 
motivo de exclusión, política o simbólica, del “no nacional”, de quien es 
considerado como ajeno a la comunidad nacional. El “no nacional” es, en 
general, el extranjero, pero también pueden ser identificados como “no 
nacionales” determinados colectivos de individuos cuyos orígenes étnicos, 
tradiciones culturales, o creencias religiosas se consideren ajenas a una de-
terminada concepción de lo que se supone que es la identidad nacional.27
9. El origen del problema se halla en la complejidad de la naciona-
lidad, institución que presenta dos aspectos íntimamente relacionados: 
como señala F. de Castro, la nacionalidad es, de un lado, “un título para 
formar parte de la comunidad nacional” y, de otro, “la cualidad de per-
tenecer a la comunidad nacional organizada en forma de Estado”.28 Al 
hilo de esta doble perspectiva se puede otorgar relevancia al aspecto 
jurídico-público o al aspecto jurídico-privado, pero es claro que no se 
puede desconocer la concurrencia de ambos en la misma institución. In-
dudablemente, la nacionalidad implica un vínculo entre la persona y el 
Estado al que se halla sometida”.29 Esta vinculación pública había sido 
apreciada muy correctamente por Julio D. González Campos al definir 
que la nacionalidad “es la condición o cualidad de las personas que com-
26 Como pusiera de relieve J.A. García Amado: 
Si el poder de las instituciones públicas o de las empresas privadas de lo que llamamos el primer 
mundo es tal que puede de plurales modos determinar la situación interna y las decisiones de 
los Estados terceros (como los de América Latina, por ejemplo) los ciudadanos de estos Estados 
se convertirán en nuevos súbditos sin voz o siervos atados feudalmente a la tierra si no pueden 
extender sus derechos de todo tipo y ejercerlos también allí desde donde se les gobierna. 
(Cfr. “¿Por qué no tienen los inmigrantes los mismos derechos que los nacionales?”, Revista Española 
de Derecho Migratorio y Extranjería, nº 3, (julio) 2003, pp. 9-28).
27 I. Álvarez Dorronsoro, “Estado-Nación y ciudadanía en la Europa de la inmigración”, 
Extranjeros en el paraíso, Barcelona, Editorial Virus, 1994, p. 221.
28 F. de Castro, Derecho civil de España, t. II-1, Madrid, 1952, pp. 395-396.
29 J.C. Fernández Rozas, Derecho español de la nacionalidad, Madrid, Tecnos, 1987, p. 19.
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ponen una comunidad nacional organizada en Estado”.30 La nacionali-
dad es un concepto jurídico que expresa el vínculo de una persona física 
o jurídica con una determinada comunidad estatal. Desde un punto de 
vista funcional, la nacionalidad constituye un criterio de discriminación, 
o, lo que es lo mismo, de desigualdad de trato en el acceso y ejercicio de 
los derechos políticos, económicos, civiles y laborales garantizados por 
un determinado sistema jurídico. Se trata de un criterio de discrimina-
ción “legítimo”, que no puede equipararse a la discriminación por razón 
de raza, sexo o religión. En el ámbito político, esta criterio de discri-
minación se traduce en un régimen especial de derecho público para el 
extranjero: algunos derechos fundamentales quedan reservados exclu-
sivamente a los nacionales, al igual que la posibilidad de ocupar ciertos 
cargos que implican el ejercicio del poder público; la libertad de acceso 
y permanencia en el territorio nacional sufre asimismo importantes res-
tricciones para quienes no son nacionales. La discriminación basada en 
la nacionalidad suele ser menor en el ámbito del derecho privado, pero 
también aquí existen restricciones de índole socioeconómica, referidas 
al ejercicio de las actividades comerciales, profesionales y laborales, que 
presentan manifestaciones muy variadas, incluida la posibilidad de una 
posición procesal desigual.
La nacionalidad no es sino el título que expresa la vinculación jurídica 
que un determinado Estado atribuye o concede, mantiene o desprovee, 
a una determinada persona. Cuando el Estado legisla en materia de 
nacionalidad se encuentra desvinculado de toda directriz imperativa. Es 
él quien fija sus propios principios constitucionales en la materia y es él 
quien establece las condiciones de integración en el círculo de ciudadanos. 
Por ello debemos estar plenamente de acuerdo cuando el profesor Espinar 
Vicente afirma que la nacionalidad “no solo configura un estado civil sino 
que además un vínculo político y un derecho fundamental de la persona”.31
10. Pero la nacionalidad posee también un “carácter legal” a partir 
de creación de un Estado por parte de una nación. Para organizar un 
30 J.D. González Campos, Lecciones de derecho internacional privado. Derecho de la nacionalidad. Derecho 
de la extranjería, Oviedo, 1979, p. 3. 
31 J.M. Espinar Vicente, Derecho internacional privado. Derecho internacional privado español, vol. II: 
La nacionalidad, Granada, 1986, p. 57.
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Estado es preciso un marco legal que reglamente el funcionamiento y 
poder que ejerce a sus pobladores sobre su territorio, entiéndase su pro-
pia constitución, leyes y normas. El dominio de la nación generadora 
del Estado, ejerce su fuerza para legalizar y preservar dentro de estos 
instrumentos la identidad cultural de la nación, por lo que un estado 
está inseparablemente asociado con una nación (y con una identidad 
cultural), aunque por hecho varias naciones culturales ejerzan vida e 
interacción dentro del territorio de esa nación, ya que están ubicadas en 
un espacio geográfico.
Desde esta perspectiva legal la cuestión de la nacionalidad de una 
persona tiene una primera aproximación desde la perspectiva de los dere-
chos fundamentales. No debe olvidarse, sin embargo, que la nacionalidad 
discutida de un número considerable de personas que pudieran tener otra 
nacionalidad, como parece que es el caso de los nacionales haitianos en 
territorio dominicano, es un problema fundamental desde la perspectiva 
del derecho público y que todo análisis en la materia debe tener en cuenta 
los diversos aspectos involucrados.
2. Consecuencias de la nacionalidad en cuanto “hecho social”
11. La nacionalidad es una situación social, cultural y espacial en la 
que influyen numerosos elementos que definen el escenario político y or-
ganizacional de un grupo determinado de personas. En tanto que “hecho 
social”, no puede ser estudiada como un concepto aislado, y no puede 
entenderse de manera unilateral, por lo que requiere ser entrelazada con 
muchos otros conceptos de la materia sociológica, de manera que el tema 
pueda acercarse lo más posible a un concepto palpable. Nacionalidad sig-
nifica también la “pertenencia” de una persona a un ordenamiento jurídi-
co concreto. Este vínculo del individuo con un Estado concreto le genera 
derechos y deberes recíprocos. Este tipo de nacionalidad referida a un país 
se mezcla conceptual y prácticamente con el concepto de nacionalidad 
como situación social, y podría perfectamente analizarse por separado o 
como una parte de la nacionalidad social, pues las leyes son inevitable-
mente un hecho social.
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Los hechos sociales no son nuevos, más si es novedoso el suceso de 
que en la actualidad podamos distinguirlos de una manera más clara y 
precisa, pero aun con dificultad; entonces podemos asumir que la nacio-
nalidad y todos los conceptos relacionados con ella, han estado presentes 
en cualquier organización social, así como en cualquier interacción entre 
grupos sociales durante toda la historia del hombre. La situación actual 
del hombre, con el constante acecho de los efectos de la globalización, han 
requerido de mayores definiciones concretas en esta materia, especialmen-
te cuando esta interacción mundial requiere normar el comportamiento 
del hombre en sociedad a través de la ley. Tal es el caso, que numerosos 
estados y organizaciones de estados han generado leyes relacionadas con 
la nacionalidad, sus derechos y sus deberes.
III.  RESPONSABILIDAD DEL ESTADO RESPECTO A 
EXTRANJEROS PROCEDENTES DE UN “ESTADO 
FALLIDO” 
12. Evidentemente nuestro análisis parte de la dimensión más estric-
tamente pública, de participación política, de definición de los pertene-
cientes al Estado que tiene la nacionalidad. Damos por sentado, pues así 
parece derivarse tanto de la sentencia que comentamos como de las decla-
raciones posteriores de las autoridades dominicanas, que no se pretende 
privar de derechos básicos como educación o sanidad a personas nacidas 
en República Dominicana. Discutimos el vínculo fuerte político tal como 
aparece precisamente en el derecho al voto y no el acceso como decimos 
a diversos servicios. De hecho, parece notorio y no ha sido desmentido 
hasta el momento, que en las regiones fronterizas muchos servicios se han 
venido prestando a personas que se desplazaban precisamente solo para 
recibirlos, algo que, por cierto, no es común en países de nuestro entorno.
Los estudios que se han publicado normalmente de fuentes extran-
jeras a República Dominicana que indican que a partir de la sentencia, 
sectores de población podrían quedar desprotegidos, dan cuenta de una 
situación que debe ser correctamente evaluada. De todas formas también 
otras fuentes han criticado al mismo Tribunal Constitucional por enten-
der que se extralimitaba al exigir medidas concretas de documentación 
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a los descendientes de haitianos para que no quedasen indocumentados. 
No cabe duda de que esta cuestión será la piedra de toque en los próximos 
años sobre la implicación del Estado social dominicano.
En concordancia con lo anteriormente descrito la primera idea que 
debemos desarrollar al abordar el debate producido sobre y en contra de 
las resoluciones judiciales dominicanas es que pese a las protestas de algu-
nos de los organismos internacionales que han formulado críticas a la Sen-
tencia núm. TC/0168/13 de que consideraban las especiales circunstancias 
de las relaciones Haití / República Dominicana, esto no se ha considerado 
de hecho, especialmente en el informe de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos que maneja argumentos parciales y que no conside-
ran al menos toda una serie de datos trascendentes.
La ignorancia de estos datos elude, muchas veces de forma in-
tencionada, la complejidad del problema para producir un resultado 
determinado que muchas veces encubre prejuicios o al menos la pre-
tensión más o menos intencionada de que el grave problema haitiano 
–casi un Estado fallido– recaiga casi exclusivamente sobre República 
Dominicana. El concepto de Estado fallido se contempla en los su-
cesos políticamente más comprometedores como guerras civiles, ino-
perancia absoluta del gobierno, guerras con el exterior, existencia de 
guerrillas que disputan el control territorial y la ausencia absoluta del 
Estado de derecho.32
13. Bien determina la complejidad el antiguo magistrado del Tribu-
nal Constitucional español J. D. González Campos al decir: 
Ello en nada puede sorprender, salvo a aquellos que profesan un 
positivismo de cortos vuelos o manifiestan una gran ingenuidad 
política. El derecho, en efecto –y mucho menos un sector tan sensible 
32 En el caso de Estado débil es definido a partir de un nivel de falta de estatalidad y como nivel de falta 
de funciones para actuar en el territorio. La estatalidad en los autores es la medida en la cual cumple 
el Estado con sus funciones jurídicas y de seguridad básicas, y de funcionalidad como la capacidad 
del Estado en interceder en la vida cotidiana en el país. Es decir, un Estado débil puede verse en como 
el Estado asegura la seguridad nacional y humana, además de cómo actúa en asuntos del país. Un 
Estado con baja estatalidad sería uno que tiene impunidad y violencia regional. Un país con baja 
funcionalidad es uno donde tiene bajos niveles regulatorios. S.E Rice. y P. Stewart, Index of  state 
weakness’ in the development world, New York, The Brookings Institution, 2008; F. Fukuyama, La 
construcción del Estado: Hacía un nuevo orden mundial en el siglo XXI  Barcelona, Ediciones B., 2004.
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como el de la nacionalidad–, no es solo ordenación legal que se plasma 
en las páginas del B.O.E., sino el resultado, mucho más complejo, de 
una profunda interacción entre el legislador, los jueces y la doctrina 
científica, al compás de las demandas sociales; y estas exigen, en las 
sociedades desarrolladas actuales, tanto el conocimiento de los límites 
del derecho respecto a la vida social como una mejor preparación de 
las normas y un control continuado de su proceso de aplicación.33
Por supuesto, estas necesidades se han hecho más claras en el que aún 
se denominaba hace unos años Estado de bienestar, lo que a veces en las 
actuales circunstancias puede sonar a cierta ironía. Carente aun de esta 
visión desencantada puede verse la complejidad, en todo caso, del estado 
social o postsocial en la obra dirigida por G. Teubner “Dilemas del dere-
cho en el Estado de bienestar”.34
14. Algunos de estos datos públicos que no parecen haberse tenido en 
cuenta son los siguientes:
i) República Dominicana afirmó su independencia frente a la do-
minación haitiana. Se entiende que es un proceso histórico superado 
por la amistad y vinculación de los dos pueblos, pero es notorio que 
un caso de derechos humanos no puede utilizarse para diluir la nacio-
nalidad dominicana, que es una cuestión fundamental de la definición 
del Estado dominicano. En este punto conviene recordar que no hay 
muchas islas que alberguen dos países distintos y en la mayor parte 
de ellas Timor, Irlanda y Chipre una parte pertenece a un Estado es 
decir tiene parte sometida a otra Nación. Esto mismo, por supuesto, 
ocurre en Borneo que es una isla compartida. Los relevante de Santo 
Domingo es como ha señalado Castillo Pantaleón que “a diferencia de 
esos casos, la de Santo Domingo o “Hispaniola” se encuentra ocupada 
por dos repúblicas distintas, exclusivamente insulares y son de las tres 
islas, las que tienen más años de independencia”.35 En efecto, Haití: 
su independencia de Francia en 1804 y sufrió una ocupación nortea-
mericana entre los años 1915 y 1934. Los dominicanos se separaron de 
33 En “Introducción”, J. C. Fernández Rozas, Derecho español de la nacionalidad, p. 19.
34 G. Teubner, Dilemas of  Law in the Welfare State, Berlin-Nueva York, 1986.
35 J. M. Castillo Pantaleón, El derecho a la nacionalidad dominicana y su identidad, Madrid, 2010, p. 33.
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Haití en 1844, estuvieron unidos a España entre 1861 y 1865 y han 
tenido dos invasiones estadounidenses (1916-1924 y otra de 14 me-
ses, 1965-1966). Esta presencia neocolonialista estadounidense explica 
muy bien las razones de muchos movimientos de población en la isla de 
Santo Domingo y no pueden olvidarse a la hora de señalar responsabi-
lidades y posibles soluciones.
Por otra parte, la relación de ocupación dictatorial por Haití y las 
guerras subsiguientes, que provocaron entre otras la “segunda” ocupa-
ción española, explican la especial conformación antihaitiana (por con-
traste no por xenofobia) de la nacionalidad dominicana. Así, José Luis 
Alemán afirma que “la independencia de otro pueblo como fenómeno 
protohistórico de la nacionalidad conlleva siempre el peligro de basarse 
en sentimientos apasionados que vilipendian a la nación dominante”.36 
Así mismo, Alba Josefina Záiter Mejía dice que “en el caso dominicano 
tal expresión de un prejuicio antihaitiano y de un conjunto de actitudes 
hacia lo español históricamente han estado relacionadas con la definición 
de la identidad nacional dominicana”.37
15. La porosidad de la frontera y las dificultades de documentación 
deben ser tenidas en cuenta y no necesariamente en contra del criterio 
esgrimido por la Corte Constitucional dominicana. En efecto, la poro-
sidad en lo que se refiere a la atención sanitaria o a los trabajos tempo-
reros o al auxilio a personas tras los graves desastres naturales en Haití 
es un bien pues ayuda personalmente a personas que necesitan apoyo 
humanitario. Pero esa situación no puede volverse, pues sería un grave 
caso de inequidad, contra quien lo aplica en beneficio haitiano mediante 
una maximalista exigencia de nacionalidad. El efecto podría ser contra-
producente, pues si República Dominicana exigiese las condiciones que 
otros países americanos y del Caribe, o de otras coordenadas geográficas 
como Europa, requieren en las fronteras o para la permanencia en suelo 
extranjero, las condiciones de los haitianos se verían notablemente per-
judicadas.
36 J. L. Alemán, “El proceso de construcción de la nacionalidad dominicana” en La nueva política exterior 
dominicana, Santo Domingo, Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, 1997, p. 22.
37 A. J. Záiter Mejías, La identidad social y nacional en Dominicana: Un análisis psico-social, Santo 
Domingo, Taller, 2001, p. 30.
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Sobre esta cuestión, y especialmente en lo que se refiere a los tempo-
reros españoles desplazados, sigue siendo insustituible el trabajo de Serra-
no Carvajal “La emigración española y su régimen jurídico”.38
Hay un dato muy relevante sobre el que a veces se pasa de soslayo en 
los debates sobre la nacionalidad dominicana. Este es la enorme diferencia 
de renta que existe entre los dos países. Así la isla de Santo Domingo cuenta 
con el mayor contraste de los grados de desarrollo entre dos naciones que 
comparten la misma posición insular. Algunos de los datos de Haití son 
muy relevantes: el 47.1 de la población era analfabeta, el 80 % de la pobla-
ción vivía por debajo de la línea de pobreza y de estos el 54 % en extrema 
pobreza. Estos datos son anteriores al terremoto del 12 de enero de 2010 
que asoló Port au Prince matando a más de 200,000 personas.
16. No podemos olvidar en este sentido que existen un conjunto de 
manifestaciones del interés público en materia de nacionalidad. Este inte-
rés público había sido manifestado por José Carlos Fernández Rozas y S. 
Álvarez Gónzález en su artículo sobre “La nacionalidad ante la jurisdic-
ción contencioso-administrativa”.39
Este carácter público es destacado por el mismo catedrático de dere-
cho internacional privado de la Complutense al decir que “la nacionalidad 
es objeto de un régimen legal predeterminado, lo que hace que la auto-
nomía de la voluntad de los sujetos encuentre unos límites precisos y, de 
otra parte, al no ser materia negocial, no cabe transacción ni arbitraje, ni 
opera la prescripción, extintiva o adquisitiva”.
Esta limitación de lo privado, o también si se quiere de lo meramente 
subjetivo, se debe a la consideración de domain reserve que para el Esta-
do, para todos los Estados, tiene esta materia. 
“En relación con la incidencia de la autonomía de la voluntad en 
materia de nacionalidad cabe retener que su escasa actuación es 
una consecuencia del carácter de domaine reserve que caracteriza 
este sector del ordenamiento; es cierto que existen atenuaciones, 
38 J. Serrano Carvajal. La emigración española y su régimen jurídico, Ed. Inst. Est. Políticos.4º, 1966, 
p. 259.
39 J. C. Fernández Rozas y S. Álvarez Gónzález, “La nacionalidad ante la jurisdicción contencioso-
administrativa”, Revista Jurídica Española la Ley, nº 1694, 1987, pp. 1-7.
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pero estas no logran desplazar el protagonismo del Estado en este 
ámbito”.40
17. Las dificultades de documentación que se han visto en Haití y 
República Dominicana, especialmente en épocas donde no existían los 
medios de manejo de la información actuales, no pueden resolverse exclu-
sivamente imponiendo cargas a República Dominicana. Igualmente, la 
situación casi caótica de la documentación de Haití respecto a sus nacio-
nales debe resolverse con buena fe y ayuda y no puede recaer exclusiva-
mente como carga para República Dominicana.
En efecto, la vinculación entre nacionalidad, atención a los naciona-
les y derecho consular es clara. Su importancia viene ya asentada por el 
mismo carácter de presupuesto de la actividad del cónsul y con base a ella 
se determina el elemento personal de la competencia. Además, aun cuan-
do el Convenio de Viena de 24 de abril de 1963 no señala competencia en 
materia de nacionalidad si incluye una remisión al derecho internacional 
consuetudinario y especialmente a la atribución de funciones de notario y 
funcionario del estado civil. Podemos decir, en este sentido que existe una 
obligación consular que debe ser cubierta.41
Por supuesto, debe buscarse una solución a una posible apatridia de 
facto para personas nacidas en República Dominicana y que tienen casi 
imposible lograr la documentación haitiana. Este es probablemente el 
problema que debe resolverse en las relaciones entre Estados y la cuestión 
en la que, según mi modesto entender, debe centrarse la OEA.
En efecto, los países están obligados a evitar la apatridia de los nacidos 
en ellos o incluso de los menores con primera “aparición” en un determina-
do país. No es en principio el caso que tratamos, pues como hemos dicho 
hay nacionalidad haitiana de los descendientes de haitianos, si la ascenden-
cia no pudiese determinarse si estaríamos claramente ante un nacional do-
minicano. De todas formas la solución de la apatridia de facto y la atención 
a los derechos sociales son los dos grandes problemas que deben abordarse.
18. Siendo lo primero, evidentemente la protección de los derechos 
de la persona y especialmente de la recurrente, un informe internacional 
40 J.C. Fernández Rozas. Derecho español de la nacionalidad, Madrid, Tecnos, 1987, p. 33.
41 A. Maresca, Las relaciones consulares, Madrid, 1974, pp. 280-285.
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debería tener cuidado en algunos aspectos relevantes. El principal en 
nuestro caso es que para la colaboración dominicana, amplia y abierta 
hasta ahora, debe evitarse dar la sensación de que se pretende resolver 
el problema haitiano y las dificultades de evitar el fallo completo de ese 
Estado mediante el procedimiento de cargar la solución en buena parte a 
la vecina República Dominicana. Al mismo tiempo llamaría la atención de 
que los mismos organismos que mantienen una actitud acrítica respecto 
a los retrasos en las convocatorias electorales haitianas manifestasen 
una desproporcionada agresividad hacia la administración electoral 
dominicana.
Ciertamente la sentencia reconoce en su página 36 las dificultades e 
imprecisiones con las que había encontrado el Estado dominicano en el 
manejo de sus propios registros:
La frecuencia de las irregularidades que afectan los registros de 
nacimiento instrumentados en las oficialías del país indujo a la Junta 
Central Electoral a implementar un proceso de recuperación de la 
confiabilidad del Registro Civil, a partir del año dos mil seis (2006), 
para lo cual dictó la Circular núm. 17-2007, emitida por la Cámara 
Administrativa de la Junta Central Electoral de la República 
Dominicana, el veintinueve (29) de marzo de dos mil siete (2007), 
instruyendo a las oficialías del estado civil para que examinaran con 
detenimiento las actas de nacimiento al expedir copias o cualquier 
documento relativo al estado civil de las personas. 
Tras estas observaciones preliminares, y en lo que afecta directamen-
te a la sentencia, a efectos de situarnos en esta mesa redonda, convendría 
centrar unos pocos aspectos.
19. Un principio jurídico fundamental es que alguien no se puede be-
neficiar de un derecho cuando el hecho del que se deriva se ha configurado 
contra legem. Esto está siendo aplicado muy rigurosamente en el derecho 
migratorio. En este sentido, el carácter irregular de la permanencia en 
República Dominicana de los padres de la recurrente parece claro a la luz 
del artículo 40 de la Ley núm. 6125, de 1962, que afirmaba:
Los braceros y los trabajadores importados por las compañías 
industriales o agrícolas deberán solicitar y obtener sus cédulas de 
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identificación personal en la población de su entrada o desembarco 
en el país y los funcionarios de Migración no podrán permitir su 
permanencia en la República, sino después de que hubieren provisto 
de sus correspondientes cédulas de identificación personal.
De ahí se deduce la ilegalidad o nulidad del acta de nacimiento 
que se obtuvo que es impugnada y que no cumplía las mínimas exi-
gencias de un documento público. En este caso la identificación de los 
progenitores. Véase a estos efectos la pág. 35 y siguientes de la senten-
cia comentada:
j. Ahora bien, según el acta de nacimiento de la señora Juliana Dequis 
(o Deguis) Pierre, sus padres, Blanco Dequis (o Deguis) y Marie 
Pierre, son nacionales haitianos; el primero, identificado mediante la 
“ficha” o “documento” núm. 24253, y la segunda, mediante la “ficha” 
o “documento” núm. 14828. De ello se infiere, en consecuencia, 
que el padre de la recurrente y declarante de su nacimiento era un 
trabajador extranjero de nacionalidad haitiana, cuya presencia en el 
país obedecía al propósito de realizar labores industriales o agrícolas, 
y que no se había provisto de su cédula de identificación personal 
cuando efectuó la indicada declaración del nacimiento de su hija en 
la Oficialía del Estado Civil del Municipio de Yamasá. 
20. El ius soli en su estado puro no expresaría el vínculo efectivo que 
se exige en la sentencia Nottebohm del Tribunal de La Haya. Pero ade-
más desde nuestro punto de vista República Dominicana pudo establecer 
libremente un ius soli vinculado a la estancia legal de los progenitores, 
especialmente en el caso de los temporeros. A nuestro parecer, esta es la 
cuestión principal, es decir, si se aplicó con retroactividad un principio 
excluyente o bien en la definición legal dominicana quedaba claro que 
los trabajadores temporeros y sus familias no estaban enmarcados en los 
extranjeros cuyos hijos adquirían por nacimiento la nacionalidad domi-
nicana 
Por otra parte el ius soli puro apenas existe y no suele aplicarse por 
países que admiten la entrada temporal de inmigrantes. De las posturas 
que se oponen a la sentencia parece derivarse que existe una institución 
de ius soli que obliga a que se aplique un criterio que es el que define la 
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Corte de San José. Pero esto no es así. En primer lugar, un sistema puede 
no atribuir la nacionalidad por criterios coherentes al sistema y parece 
que la importación de trabajadores temporeros extranjeros por empresas 
en suelo de un país puede llevar a una interpretación de los extranjeros en 
tránsito tal como la que reivindica República Dominicana.
Los Estados suelen regular la nacionalidad según sus criterios y con-
veniencias, aunque hay ciertamente límites infranqueables conviene des-
tacar que las regulaciones cambian y se modifican por razones complejas 
como hemos dicho antes.
Como destaca, por ejemplo, Fernández Rozas, al describir el sistema 
definido por la Constitución española de 1978 dice:
1.  Que todas las personas nacidas en territorio español o de padre 
o madre españoles, tienen derecho a la nacionalidad española.
2.  Que a nadie se le privará del derecho a cambiar de nacionalidad.
3.  Que ni la celebración ni la disolución del matrimonio entre 
españoles y extranjeros, ni el cambio de nacionalidad del 
marido durante el matrimonio podrán afectar por si solos a 
la nacionalidad de la mujer; sin perjuicio de que la extranjera 
casada con un español podrá adquirir, a su solicitud, la 
nacionalidad española mediante española mediante un 
procedimiento especial de naturalización privilegiada.
4.  Que ningún español de origen podrá ser privado de su 
nacionalidad por sanción penal, ni los naturalizados por otro 
delito que el de traición.42
Incluyo esta referencia para situar la posibilidad de los Estados de 
regular su propio derecho de la nacionalidad. Si pasamos a la situación de 
los extranjeros en tránsito y su exclusión de generar por ius soli la nacio-
nalidad dominicana debemos recordar al menos que:
El origen de la exclusión de la nacionalidad a los hijos de los ex-
tranjeros en tránsito –o más exactamente de la capacidad de transmitirlo 
por el principio de ius soli– es de la Constitución dominicana de 1929. La 
42 JFernández Rozas, Derecho español de la nacionalidad, Madrid, Tecnos, 1987, p. 37.
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cuestión evidentemente es si hay una lógica en considerar a los extran-
jeros temporeros como en tránsito a los efectos de la adquisición de la 
nacionalidad por ius soli y si esta se mantiene desde antes del nacimiento 
de la señora Deguis lo que resolvería la cuestión de la retroactividad que 
es desde mi punto de vista la cuestión fundamental.
La ley de Inmigración de 14 de abril de 1939, leída en relación con 
el Reglamento de Inmigración núm. 279, de 1939, y el convenio Modus 
Operandi con la República de Haití, de 16 de diciembre de 1939, identifica 
a los temporeros con los extranjeros en tránsito en cuanto no considera, 
lógicamente que generen el lazo que exige la nacionalidad según la 
sentencia Nottebohm.
Así, el artículo 95 dice que los extranjeros serán todos inmigran-
tes salvo que esté en una serie de cuatro clases, una de las cuales es 
precisamente la que definimos como: “4 jornaleros temporeros y sus 
familias”.
La expresión “y sus familias” me parece fundamental para la inter-
pretación que da el Tribunal sobre el origen de la regulación sobre los 
extranjeros en tránsito. Es una referencia que ha sido ignorada por los 
críticos de la sentencia, de dentro y de fuera de Santo Domingo. Esta 
ignorancia me parece intencionada en cuanto sirve al propósito de pre-
sentar a la decisión dominicana como retroactiva o excluyente. En última 
instancia sirve para limitar la capacidad de decisión de un país sobre su 
propia nacionalidad.
Por otra parte, el reglamento es aún más explícito sección segunda: 
Clasificación de extranjeros: “Las siguientes clases de extranjeros, que 
traten de ser admitidos en la República son no inmigrantes: 4 jornaleros 
temporeros y sus familias”. Y respecto a quienes no soliciten un permiso 
legal se dice: “La falta de solicitud de un permiso de residencia dentro del 
tiempo indicado por la ley o la falta de renovación anual pueden dar lugar 
a la deportación”.
Estas previsiones estaban pensadas evidentemente para los tempore-
ros haitianos que en aquellos momentos importaban fundamentalmente 
empresas estadounidenses. Está claro que no se quería que fueran con-
siderados inmigrantes a los efectos de permanencia, cuanto menos para 
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generar el derecho de nacionalidad por ius soli. Esta interpretación es 
clara en el Modus Operandi con la República de Haití. De nuevo me pa-
rece fundamental la interpretación dada por el artículo 11: “La entrada 
de jornaleros temporeros a cualquiera de los dos países se hará de acuerdo 
con las disposiciones que establezcan sobre el particular las leyes del país 
que reciba temporalmente dichos jornaleros”.
21. En virtud de esta legislación parece claro que la ley considera y 
está en su derecho a los trabajadores temporeros como en tránsito a los 
efectos de adquisición de la nacionalidad. Y tenía derecho a hacerlo y lo 
hace desde los años treinta.
El extranjero transeúnte es entonces lo que los partidarios de la ex-
tensión de la nacionalidad llaman en tránsito, mientras que desde el ori-
gen el denominado extranjero en tránsito es el que tiene un status tempo-
ral, él y sus familias, a fin de que vuelvan a su país de origen. La pregunta 
es clara: ¿cómo entonces van a generar la nacionalidad por ius soli? La 
legislación entonces no tendría sentido y hay que buscar un sentido plau-
sible a la interpretación de las normas. 
Esto es lo que se desarrolla en lo que podemos considerar los aspectos 
esenciales de la sentencia, que dicen lo siguiente:
1.1.14.1. Los extranjeros en tránsito del artículo 11.1 de la Constitución 
de 196686 corresponden a la mencionada categoría de extranjeros 
no inmigrantes prevista en el artículo 3 de la mencionada ley núm. 
95, de mil novecientos treinta y nueve (1939) y en el Reglamento 
núm. 279, del mismo año; o sea, los siguientes cuatro grupos de 
personas: los visitantes (“negocios, estudio, recreo o curiosidad”), 
los transeúntes, los empleados de naves aéreas o marítimas, y los 
jornaleros temporeros y sus familias. En consecuencia, los hijos 
nacidos en el país de progenitores que provengan de estos cuatro 
grupos de personas quedan excluidos, como excepción, de la norma 
constitucional precitada para la adquisición de la nacionalidad 
dominicana por aplicación del criterio de ius soli. 
1.1.14.2. Los extranjeros en tránsito que modifiquen su situación 
migratoria y obtengan un permiso legal de residencia en el país 
pasan a integrar la categoría de extranjeros inmigrantes, según las 
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indicadas normativas, por lo que sus hijos nacidos en el territorio 
nacional sí adquieren la nacionalidad dominicana por aplicación del 
principio de ius soli. 
1.1.14.3. En otros supuestos distintos a los anteriores, los extranjeros 
que permanecen en el país careciendo de permiso de residencia legal 
o que hayan penetrado ilegalmente en el mismo, se encuentran en 
situación migratoria irregular y, por tanto, violan las leyes nacionales 
y los tratados internacionales suscritos por el Estado dominicano y 
ratificados por el Congreso Nacional en esa materia. En ese sentido, 
estas personas no podrían invocar que sus hijos nacidos en el país 
tienen derecho a obtener la nacionalidad dominicana al amparo del 
precitado artículo 11.1 de la Constitución de 1966, en vista de que 
resulta jurídicamente inadmisible fundar el nacimiento de un derecho 
a partir de una situación ilícita de hecho. 
22. Llegados a este punto debemos aclarar algunos puntos relevantes 
al caso que parecen enfrentarse con consideraciones de sentido común. 
Estas consideraciones se hacen a los efectos de considerar que se ha pri-
vado o no a la señora Dequis de nacionalidad. En efecto uno de los votos 
particulares entiende que se han hecho dos cosas se le ha privado de la na-
cionalidad y se le ha dejado en la apatridia. Así se expresa la magistrada 
doña Katia Miguelina Jiménez Martínez en la página 141, punto 8.12 de 
su voto particular. En este punto sigue la línea maximalista afirmada por 
la CIDH:
En definitiva, al ser desnacionalizada deviene en apátrida. Consciente 
de ello, el consenso plantea alternativas efímeras que tendrán efectos 
inútiles, al ordenar que la Dirección General de Migración, otorgue 
un permiso especial de estadía temporal en el país a la señora Juliana 
Dequis (o Deguis) Pierre, hasta que el “Plan nacional de regularización 
de los extranjeros ilegales radicados en el país” previsto en el artículo 
151 de la Ley General de Migración núm. 285-04 determine las 
condiciones de regularización de este género de casos. 
A este razonamiento podemos oponer de nuevo los siguientes datos 
generales que parecen centrar la situación: El hecho de aparecer inscrito 
en un registro o portar documentación de un determinado país no es prue-
ba de la nacionalidad. Esto es aún más claro cuando nos encontramos 
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ante un caso en el que se ha inscrito contra las más elementales normas 
jurídicas y además cuando todo lo que se puede presentar es un acta de 
inscripción.
Ciertamente, la inscripción pública tiene su valor, como afirma Fer-
nández Rozas: 
El interés público también se pone de relieve en la existencia de un 
instrumento donde consta oficialmente la nacionalidad, el Registro 
civil, debiendo promoverse de oficio la inscripción o rectificación de 
los hechos relativos a la nacionalidad para lograrla concordancia 
entre la realidad y el Registro.43
El hecho de aparentar una nacionalidad no es causa de consolida-
ción, aunque la administración de ese Estado haya permitido que actúe 
como nacional suyo. Lo que no es el caso. Es decir, podríamos tener una 
persona incluso con pasaporte del que se dedujese posteriormente que 
no tiene nacionalidad del estado en cuestión si ese documento se hubiese 
obtenido flagrantemente.
23. No se puede invocar la lucha contra la apatridia si el sujeto tie-
ne ya una nacionalidad. Esta es la cuestión fundamental junto con la 
retroactividad. En este punto parece que hay una cierta injusticia por 
parte de las instancias internacionales que se muestran comprensivas con 
el desbarajuste documental haitiano pero muy exigentes con República 
dominicana.
En efecto, desde una perspectiva funcional el extranjero o el apátri-
da son identificables, pues quien carece de la nacionalidad es extranjero 
porque carece de la concreta nacionalidad que se considere. Sin embargo 
el tratamiento de las diversas legislaciones es completamente diverso ante 
los dos casos. Como indica Fernández Rozas: 
De esta suerte, la atribución de nacionalidad al extranjero, 
nacional de otro Estado, se encuentra sometida a condiciones 
que evidencian una vinculación cualificada entre el individuo 
y el Estado cuya nacionalidad se cuestiona. Sin embargo, tales 
condiciones se flexibilizan cuando ese mismo “extranjero” lo sea 
43 Ibíd, p. 34.
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por carecer de cualquier otra nacionalidad. En este supuesto, la 
mayoría de las legislaciones internas tienden a reducir al eventual 
apatridia, retomando en este sentido la acción de la normativa 
internacional en la materia y considerando nacional a quien 
presente una cierta relación con el Estado, cualificada por la 
situación de apatridia.44
La cuestión, pues, es que la sentencia del Tribunal Constitucional 
afirma varios criterios que no han sido desmentidos ni por los votos disi-
dentes, respetables, pero equivocados, ni por las críticas posteriores.
La sentencia afirma que no ha despojado de la nacionalidad a nadie, 
pues se ha limitado a anular una inscripción que era ilegal en el sentido de 
origen para la nacionalidad.
En la página 35 reitera:
j. Ahora bien, según el acta de nacimiento de la señora Juliana Dequis 
(o Deguis) Pierre, sus padres, Blanco Dequis (o Deguis) y Marie 
Pierre, son nacionales haitianos; el primero, identificado mediante la 
“ficha” o “documento” núm. 24253, y la segunda, mediante la “ficha” 
o “documento” núm. 14828. De ello se infiere, en consecuencia, 
que el padre de la recurrente y declarante de su nacimiento era un 
trabajador extranjero de nacionalidad haitiana, cuya presencia en el 
país obedecía al propósito de realizar labores industriales o agrícolas, 
y que no se había provisto de su cédula de identificación personal 
cuando efectuó la indicada declaración del nacimiento de su hija en 
la Oficialía del Estado Civil del Municipio de Yamasá. 
La sentencia afirma que no deja a la señora Juliana Dequis en si-
tuación de apatridia, pues le corresponde la nacionalidad haitiana. Esta 
es una cuestión fundamental pues los haitianos parecen obligados por su 
legislación de ius sanguini a otorgar esa nacionalidad. En caso contrario 
la moraleja no respecto al momento sino respecto al futuro sería muy gra-
ve, pues República Dominicana debería reforzar sus medidas para evitar 
cualquier entrada de haitianos regulares o irregulares pues en caso con-
trario habría un problema.
44 Ibíd., p. 160.
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Si se aplicase el criterio maximalista: todo nacido en República Do-
minicana debe ser dominicano, pues Haití los deja en situación de apatri-
dia, el efecto sería que la defensa de los derechos fundamentales dejaría 
una única solución al Estado afectado que sería blindar la frontera.
Finalmente la sentencia del Tribunal Constitucional dominicano 
afirma que no aplica con criterio retroactivo una interpretación que 
ha sido constante. Es dudoso que nadie pueda exigir a República Do-
minicana, que se afirma en su independencia respecto a Haití, que 
diluya su nacionalidad otorgando derechos políticos a inmigrantes 
posteriores. 
Debe constatarse que la sentencia deja abiertas al legislador las vías 
que considere oportunas para evitar la creación de minorías de otra nacio-
nalidad en situación irregular en territorio dominicano. Es más, en cuan-
to al caso resuelto se exige la inmediata regularización de la recurrente. 
A nuestro parecer, los procesos de regularización que son habituales en 
muchos países deben completarse con procesos de naturalización que, eso 
sí, deben respetar la sentencia del Tribunal Constitucional dominicano y 
los procedimientos legales que sean previstos.
24. Si en el plano interno la nacionalidad confiere a la persona un 
estatuto jurídico que es supuesto de base para la mayoría de sus actua-
ciones legales o sociales, también ofrece importantes consecuencias en el 
plano internacional. Sin ir más lejos, a través de la nacionalidad el Esta-
do delimita el ámbito de su competencia personal sobre una población 
de individuos permanentes y estables en su territorio. Las circunstancias 
apuntadas dan lugar a que el derecho internacional general tenga interés 
en que no se genere una reglamentación anárquica de la nacionalidad, en 
virtud de la cual cada Estado actúe unilateralmente sin tener en cuenta 
los intereses derivados de la cooperación internacional propia de nuestro 
tiempo. 
Dejando bien sentado que la reglamentación de la nacionalidad se 
encuadra en el marco de la competencia doméstica del Estado, dicha com-
petencia estatal, como hiciera notar la propia Corte Permanente de Justi-
cia Internacional en el referido dictamen de los “Decretos de nacionalidad 
promulgados en Túnez y en Marruecos”, “se encuentra limitado por las 
normas del derecho internacional”. Existen, en efecto, ciertos límites que, 
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con el paso de los años, tienden a recortar el ámbito de la competencia 
exclusiva del Estado en materia de nacionalidad resultando obligada la 
referencia a un límite de carácter negativo de singular importancia en la 
materia: el principio de efectividad. Es decir, que el Estado, dentro del 
amplio margen de actuación que tiene a la hora de establecer los crite-
rios a través de los cuales se adquiere su nacionalidad, está obligado a 
observar una relación auténtica, un vínculo efectivo, entre él mismo y el 
individuo al que considera nacional. Dicho límite, que en la actualidad 
resulta de general aceptación, fue afirmado con rotundidad en la Senten-
cia de la Corte Internacional de Justicia de 6 de abril de 1955 en el asunto 
Nottebohm al establecer que: 
(...) la nacionalidad es un vínculo jurídico que tiene por base un 
hecho social de relación, una solidaridad efectiva de intereses, de 
sentimientos, unida a una reciprocidad de derechos y deberes. Debe 
decirse que es la expresión jurídica del hecho de que el individuo al 
que se le ha conferido, ya sea directamente por ley o mediante un 
acto de las autoridades, se halla, de hecho, más íntimamente unido 
a la población del Estado que la ha conferido que a la de cualquier 
otro Estado. 
Por consiguiente, si la nacionalidad es, en principio, efectiva, su atribu-
ción por naturalización exige que exista una conexión real entre el Estado y 
la persona a la que se atribuye. En otro caso, la nacionalidad no podría ser 
oponible frente a terceros Estados. De lo anterior se desprende que la efec-
tividad cobra una especial importancia en materia de atribución de la na-
cionalidad a las personas físicas, pues, como se ha indicado, la delimitación 
de las competencias personales queda en principio reservada a los Estados 
a través de actos unilaterales. Y, precisamente, para que la nacionalidad sea 
oponible a terceros Estados, dichos actos requerirán, de un lado, la referida 
efectividad y, de otro, no ser contrarios al derecho internacional. 
IV.  SOLUCIÓN AL PROBLEMA
25. En toda esta materia se registra una tensión latente entre dos 
situaciones contrapuestas. De una parte, la posición que el individuo po-
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see en el orden internacional respecto a la protección de ciertos deberes y 
libertades fundamentales y, de otra, la mediatización que la persona sufre 
por el ejercicio de las competencias estatales que con toda corrección ha 
puesto de relieve la sentencia comentada. Como puede observarse, se tra-
ta de un problema dinámico que se centra, en definitiva, en la dialéctica 
producida por un derecho de los Estados y una serie de derechos ante 
los cuales se va situando el individuo de una forma progresiva. El dere-
cho a la nacionalidad es uno de ellos. Hemos afirmado que el derecho de 
la nacionalidad es un derecho exclusivo del Estado que gira en torno a 
su competencia exclusiva. Dicha competencia, afirmada por el Tribunal 
Constitucional dominicano, puede implicar indudablemente un ámbito 
extensivo. Este es el sentido del proyecto de ley que establece un régimen 
especial para personas nacidas en el territorio nacional inscritas irregular-
mente en el Registro Civil dominicano y sobre naturalización.45 
Dicho proyecto responde al compromiso de encontrar una solución 
humanitaria, mesurada y responsable, para las personas nacidas en Re-
pública Dominicana, cuyos padres son de origen extranjero y se encontra-
ban en el país en situación irregular. Se ha hallado de este modo un punto 
de equilibrio entre posiciones encontradas para llegar a una solución que 
cumpla con dos objetivos fundamentales: por un lado, salvaguardar los 
intereses nacionales y el estricto cumplimiento de la legalidad de la Re-
pública y, en particular, la sentencia del Tribunal Constitucional objeto 
de este comentario; y, por otra parte, garantizar los derechos fundamen-
tales de todas aquellas personas que residen en territorio dominicano, 
especialmente los de aquellas personas que han nacido y se han criado 
en el país. 
45 La virtual ley propone dos métodos para que los nacidos en el territorio nacional de padres 
extranjeros ilegales y que fueron asentados de manera irregular en el registro civil puedan adquirir la 
nacionalidad. El primero de estos requisitos es asentarse en el registro de hijos de extranjeros nacidos 
en República Dominicana y el segundo, a través de la naturalización. De esta manera, se procura 
establecer un régimen especial en beneficio de hijos de padres y madres extranjeros no residentes 
nacidos en el territorio nacional en el período comprendido entre el 16 de junio de 1929 al 18 de abril 
de 2007, inscritos en los libros del registro civil. Establece el registro de hijos de padres extranjeros 
en situación irregular nacidos en la República Dominicana y que no figuran inscritos en el registro 
civil. La puesta en vigencia de esa ley de naturalización y regulación de los extranjeros en República 
Dominicana, se supone que beneficiará a miles de ciudadanos haitianos y sus descendientes residentes 
de manera irregular en el país, lo que abriría el camino para una solución definitiva a un problema 
migratorio de más de siete décadas.
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26. Fuera de toda retórica el proyecto que el Congreso está deba-
tiendo aporta una solución equilibrada, fruto del consenso social y de la 
reflexión y supone una oportunidad de modernizar el sistema registral 
de documentos, al tiempo que da una solución práctica para que todas 
las personas nacidas en el país puedan continuar sus vidas con dignidad 
y terminar así con este ciclo de irregularidades que permitirá al Estado 
dominicano en lo sucesivo una mayor regulación de los flujos migratorios. 
De manera que es el Estado dominicano quien, en uso precisamente 
de la soberanía en una materia tan compleja, da un ejemplo de sensibi-
lidad y generosidad ante un fenómeno complejo. Dos ejemplos de esta 
actitud pueden apuntarse. De un lado que la Junta Central Electoral dis-
pondrá que las personas beneficiarias de este régimen especial, a las que 
en el pasado se les haya expedido cédulas de identidad y electoral sean 
dotadas del mismo documento con su numeración anterior, y a los que no 
hayan tenido este documento, se les otorgará. De otro lado, que el Estado 
dominicano reconoce, con eficacia retroactiva a la fecha del nacimiento, 
todos los actos de la vida civil de su titular, a la vez que reconoce y dispone 
que sean oponibles a terceros todos los actos realizados por los beneficia-
rios de la presente ley con los documentos que utilizaron bajo presunción 
de legalidad.
En todo caso, su exposición de motivos es verdaderamente expresiva 
de la sensibilidad del presidente que ha realizado la propuesta: 
Este proyecto es una ocasión histórica para avanzar en la construcción 
de un país con verdadera igualdad y justicia social. Un país sin 
exclusión y sin discriminación, en el que los derechos humanos 
fundamentales y el respeto a las leyes de República Dominicana 
caminan de la mano con un mismo fin: propiciar la felicidad de las 
personas.
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